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RESUMEN EJECUTIVO
El estudio consideró el análisis de las principales actividades relacionadas con los impuestos sobre bienes inmuebles, construcciones y actividades lucrativas que se ejercen en el cantón de Esparza.
En relación con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles se determinaron las siguientes deficiencias: falta de un sistema de información que permita determinar las fechas de recepción y vencimiento de las declaraciones de ese tributo; desactualización de las tablas o matrices de valores que se utilizan para estimar y fijar los valores de las propiedades; hay alrededor de 7268 propiedades no declaradas o con su declaración vencida; los expedientes de varios inmuebles no contienen documentos referentes a los cálculos efectuados o solamente tienen una estimación informal de los valores; los cambios por gravámenes hipotecarios, traspasos, rectificación, reunión o fraccionamiento de fincas, se registran directamente en la base de datos, sin anexar al expediente del inmueble los documentos que respaldan tales movimientos y; la base de datos sobre los bienes inmuebles del cantón de Esparza, contenidos en el sistema de facturación municipal, muestran diversas inconsistencias.

En cuanto al impuesto para ejercer actividades lucrativas (patentes municipales), se revela fundamentalmente lo siguiente: algunas empresas dedicadas a la construcción y urbanización y a la compra, venta y alquiler de bienes raíces, operan sin licencia municipal; la tasación de oficio por no presentar la declaración jurada, recalificaciones a los montos declarados y la tasación sobre actividades recientemente establecidas, entre otras, no se respalda con documentos e información acerca de los factores que se consideraron para ese propósito; y no se exige como condición para conservar vigente o para renovar la licencia municipal el permiso sanitario de funcionamiento otorgado por el Ministerio de Salud.
En lo referente al Impuesto sobre Construcciones, se determinó que no se utiliza el sistema de facturación para generar automáticamente los recibos por concepto de este tributo y el informe que genera ese sistema acerca de los permisos de construcción aprobados, no contiene, entre otra, información sobre el número, fecha y monto del recibo con el cual se pagó el impuesto, ni el nombre del ingeniero responsable de la obra y el número del contrato de consultoría suscrito entre el contribuyente y ese profesional, que permita el control cruzado con el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos.

El cuarto tema, está referido a la gestión de cobro, sobre el cual se determinó, entre otros asuntos, que para las labores de inspección municipal no se dispone de las políticas y procedimientos para realizar de manera técnica, ordenada y eficiente esas funciones; falta de información clara y precisa sobre las características de los arreglos de pago; el sistema de facturación no permite ejercer un control efectivo de las cuentas en arreglo de pago o cobro judicial; problemas en las notificaciones a los contribuyentes, los documentos de arreglos de pago y otros que se originan del trámite de cobro administrativo y judicial no se archivan en el respectivo expediente; a diversos contribuyentes, que adeudan importantes sumas, no se les ha instado al pago de sus cuentas y a otros que no atendieron los requerimientos o que suscribieron arreglos de pago que luego desatendieron, tampoco se les sometió a los trámites necesarios para el cobro judicial de sus cuentas morosas y; respecto de los trámites de cobro judicial, en algunos casos, no se tiene información acerca de las gestiones realizadas por los abogados externos, por lo que esa municipalidad desconoce si se realizó la acción judicial y el estado en que se encuentran esos procesos. 


El quinto y último tema, incorpora varios asuntos de carácter general en los cuales se destaca la carencia de manuales o instructivos que definan los procedimientos para la ejecución de las principales tareas que realizan las unidades a cargo de la gestión tributaria; diversas operaciones, transacciones y trámites no se respaldan suficientemente con la información y documentación necesaria; se carece de registros apropiados para resumir y mantener actualizada información relevante para facilitar los procesos de toma de decisiones, evaluación de las operaciones y la rendición de cuentas y; por último, la presentación de las denuncias cuando se comprueban actuaciones de los administrados al margen de la normativa legal vigente, las realizan funcionarios que no ostentan la representación legal del municipio.
En conclusión, los resultados del estudio sobre la gestión tributaria en la Municipalidad de Esparza incluidos en el presente informe, evidencian la necesidad de fortalecer los procesos y las unidades responsables de la determinación, recaudación, supervisión, control y cobro de los impuestos sobre bienes inmuebles, construcciones y patentes municipales; así como, de las unidades responsables de las tareas de inspección y de gestionar los cobros, de tal modo que se incremente la recaudación de los ingresos por esos rubros, todo en aras de que ese gobierno local disponga de mayores recursos para financiar sus actividades y promover el desarrollo local, integral y sostenible.
Por lo tanto, esta Contraloría General giró las disposiciones necesarias al Alcalde Municipal, las cuales deberán estar debidamente cumplidas en los plazos conferidos para tales efectos y que cuentan a partir de la fecha de recibo de este informe. Dichas disposiciones van orientadas a que se desarrollen y pongan en práctica las políticas, procedimientos, registros y acciones necesarias para que con fundamento en la normativa vigente, ponga a derecho todas aquellas situaciones que le han impedido ejercer una gestión tributaria eficaz y eficiente, particularmente en lo referente a los impuestos sobre bienes inmuebles, construcciones y patentes municipales y las gestiones de inspección y de cobro relativas a esos tributos.
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1.
INTRODUCCIÓN.
1.1. ORIGEN DEL ESTUDIO.

De conformidad con el Código Municipal, las corporaciones municipales tienen dentro de sus atribuciones percibir y administrar en su carácter de administración tributaria, los tributos y demás ingresos municipales, por lo tanto, son las responsables de gestionar, entre otros, los ingresos provenientes de los impuestos sobre bienes inmuebles, las construcciones y las actividades lucrativas que se ejercen en sus cantones, que representan para los ayuntamientos una importante fuente de recursos para financiar sus actividades y promover el desarrollo local.
A pesar de la relevancia de esas fuentes de ingresos para las corporaciones municipales, estudios realizados por esta Contraloría General han evidenciado debilidades en la gestión de esos tributos, que requieren la atención oportuna de las administraciones municipales para promover una mayor captación de los recursos originados en tales impuestos y por ende, favorecer el cumplimiento de los objetivos institucionales.
Por lo tanto, y dado que contar con una gestión tributaria que permita la mayor captación de recursos y que promueva el desarrollo local, integral y sostenible, este órgano contralor, en atención al Plan de Trabajo para el período 2007 del Área de Servicios Municipales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, programó evaluaciones sobre este tema en varias municipalidades, entre ellas la de Esparza, con el propósito de fortalecerlo mediante la determinación de áreas susceptibles de mejora. 

1.2. OBJETIVO DEL ESTUDIO.

Evaluar el proceso de gestión tributaria para verificar la existencia en la Municipalidad de Esparza de procesos, sistemas, métodos y formularios apropiados para recaudar, controlar y fiscalizar los impuestos municipales, que favorezcan una mayor captación de los tributos, con apego al bloque de legalidad vigente y a los objetivos y metas institucionales.

1.3. ALCANCE DEL ESTUDIO.

El estudio consideró el análisis de las principales actividades relacionadas con la gestión relativa a los impuestos aplicables a bienes inmuebles, construcciones y al ejercicio de actividades lucrativas que se ejercen en el cantón de Esparza, así como el análisis de las gestiones en materia de inspecciones y de cobro, relativas a esos tributos, el cual se efectuó de conformidad con el “Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público” (M-2-2006-CO-DFOE) y abarcó el período comprendido entre el 1° de enero del 2006 y el 31 de julio de 2007, el cual fue ampliado cuando se consideró necesario.

1.4. CONSIDERACIONES GENERALES ACERCA DEL ESTUDIO. 

Los impuestos objeto de estudio por parte de esta Contraloría General, están entre los principales ingresos de la Municipalidad de Esparza, los cuales han ido en aumento en los últimos cuatro años, tal como lo muestra en el siguiente gráfico:
Comportamiento de los ingresos por concepto de impuestos entre los años 2003 y el 2006 
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Fuente:   Liquidaciones presupuestarias del 2003 al 2006 de la Municipalidad de Esparza.

La base jurídica relativa a la gestión tributaria de los gobiernos locales, está contenida fundamentalmente en el Código Municipal
; en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios
; en la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles
 y sus reformas
 y en su Reglamento
; en la Ley de Construcciones
; en la Ley de Planificación Urbana
. En el caso particular del Cantón de Esparza, también constituyen parte de ese bloque de legalidad, la Ley de Tarifas de Impuestos Municipales del cantón de Esparza
 y su Reglamento
.
El objeto del impuesto sobre los bienes inmuebles, establecido en la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, No. 7509, corresponde a los terrenos, instalaciones o construcciones permanentes que se encuentren dentro de la circunscripción municipal, excepto aquellos bienes inmuebles no afectos, de acuerdo con el artículo 4 de esa Ley, para lo cual las entidades municipales, según lo establecido en el artículo 3, tienen el carácter de Administración Tributaria, con competencia para recaudar, controlar y fiscalizar el cobro de ese tributo.

En relación con el impuesto sobre las construcciones, la normativa vigente le otorga a las corporaciones municipales la potestad de control sobre las construcciones que se realicen en las diferentes poblaciones de la República, así como la obligación de los particulares de solicitar a la municipalidad respectiva una licencia, para poder efectuar obras de construcción dentro de una determinada localidad, por la cual esa entidad tiene la potestad de cobrar un impuesto de hasta el 1% sobre el valor de las construcciones y urbanizaciones, que previamente hayan autorizado mediante el otorgamiento de dicha licencia.
En cuanto al otorgamiento de las licencias para la realización de actividades lucrativas y la recaudación del impuesto respectivo, los artículos 79 y siguientes del Código Municipal contienen el sustento normativo, estableciendo que corresponde a los gobiernos municipales otorgar esas licencias y cobrar un impuesto durante todo el tiempo en que se ejerza la actividad lucrativa o por el tiempo que se haya poseído la licencia, aunque la actividad no se haya realizado, lo cual es un medio de financiamiento para la realización de las actividades desplegadas por estas entidades en beneficio de la comunidad. 

1.5. COMUNICACIÓN PRELIMINAR DE LOS RESULTADOS.
La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones producto del estudio a que alude el presente informe, se efectuó en el salón de sesiones de la Municipalidad de Esparza a las 11:00 horas del 5 de diciembre de 2007, con la presencia del Ing. Dagoberto Venegas Porras, Alcalde Municipal; la Licda. Eugenia María González Obando, Directora Administrativa Financiera; el Ing. Cesar Ugalde Rojas, Director Operativo y Obras; el señor Taylor García Enríquez, Encargado de Catastro y Zona Marítima Terrestre; el señor Roy Ferrero Salazar, Encargado de la Unidad de Gestión Tributaria; el Lic. Luis Espinoza Alfaro, Encargado de Rentas; la Ing. Virginia Vargas Pacheco, Asistente de Catastro y la Licda. Ana Cecilia Jara Sánchez, Auditora Interna.
1.6. COLABORACIÓN BRINDADA POR LOS FUNCIONARIOS MUNICIPALES.

Es importante resaltar el espíritu de colaboración y la excelente atención brindada por los funcionarios de la Municipalidad de Esparza para el desarrollo del presente estudio, así como el apoyo recibido de la Unidad de Auditoría Interna.
2.
RESULTADOS.
2.1. ACERCA DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES. 
2.1.1.
Debilidades en el control y seguimiento de las declaraciones.

La administración municipal de Esparza no ejerce un control y seguimiento efectivo sobre las declaraciones de impuestos recibidas, pues no dispone de un sistema de información y registro que permita identificar la fecha de su recepción, las que fueron revisadas y aprobadas y el período para el cual rigen. Además, las fórmulas de declaración recibidas tampoco indican cuales se revisaron ni el funcionario que las aprobó, pues no se utilizan los espacios que contienen esos documentos para tales fines. 

El artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles No. 7509 y sus reformas, y el artículo 27 de su Reglamento, señalan que los sujetos pasivos están obligados a presentar, a la municipalidad donde se localicen sus bienes inmuebles, una declaración sobre su valor estimado por lo menos cada cinco años, valor que se tomará como base para el cobro del denominado Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 
El artículo 28 de dicho Reglamento, establece que la Administración Tributaria verificará los valores de todos los bienes declarados y, en virtud de ello, tendrá la facultad de aceptarlos u objetarlos dentro del período fiscal siguiente al de su presentación.

2.1.2.
Valores desactualizados de las propiedades.

Las tablas o matrices de valores que se utilizan en la Municipalidad de Esparza para estimar y fijar los valores de las propiedades, publicadas en La Gaceta No. 10 del 15 de enero de 1998, están desactualizadas y por tanto, no responden a la realidad en el cantón respecto de los valores actuales. 
A manera de ejemplo, las zonas comerciales I y II ubicadas en el cuadrante del Distrito Primero Espíritu Santo, tienen valores de ¢7.000,00 y ¢13.000,00 por metro cuadrado, respectivamente, y las zonas residenciales Vc02 y Vc03, ubicadas también en el cuadrante del Distrito Primero, presentan valores de ¢6.000,00 y ¢4.000,00 por metro cuadrado, en ese orden. En ambas zonas, los valores reales o de mercado del metro cuadrado de terreno, se cotizan por valores muy superiores a los referidos.
Por otra parte, según los registros municipales, existen alrededor de 7.268 propiedades no declaradas o con su declaración vencida, lo cual representa el 53% de las 13.643 afectas al pago del citado impuesto. En consecuencia, el valor imponible de esas 7.268 propiedades está desactualizado, pues en algunos casos los valores datan de fechas anteriores al año 1996 y en otros casos, existe una subvaloración del componente “instalaciones y obras complementarias” de los inmuebles, pues se tasaron con los precios establecidos en manuales de valores vigentes hace más de cinco años.

Cabe indicar, que la Municipalidad de Esparza es beneficiaria de un proyecto denominado “Programa de Regularización del Catastro y Registro”, que tiene dentro de sus objetivos actualizar las tablas de valores de terrenos de varios cantones
, lo cual es una importante oportunidad para que esa Municipalidad procure la renovación de los valores de los inmuebles ubicados en su jurisdicción, mediante una herramienta de estimación debidamente actualizada.

2.1.3.
Debilidades en las valoraciones individuales de inmuebles.
La Unidad de Catastro de la Municipalidad de Esparza, de conformidad con las facultades que le concede la normativa legal y reglamentaria
; ha realizado esfuerzos para tramitar de oficio valoraciones individuales a propiedades que no fueron declaradas o cuyas declaraciones están vencidas. Durante el período de enero a junio de 2007, se realizaron 513 procesos en ese sentido para exhortar a contribuyentes omisos a normalizar su situación, cifra que representa un 7% del total de 7.268 propiedades no declaradas o con su declaración vencida.
En ocasiones a los contribuyentes que atendieron la invitación para normalizar su situación con el municipio, se les aceptó presentar una declaración con valores inferiores a los previamente estimados por la Municipalidad; sin embargo, no se les exigió que presentaran sus objeciones de manera formal ni que aportaran las pruebas en las cuales fundamentaban su reclamo. 
Al respecto, el artículo 33 del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, dispone en lo que a este tema se refiere, que “(…) el contribuyente debe señalar el factor o factores de ajuste aplicados a las características físicas del terreno o la construcción, con los cuales no está conforme, debiendo aportar forzosamente, las pruebas que fundamentan su reclamo. (…)”. 

2.1.4.
Debilidades en el registro y control de las modificaciones a la base imponible.
En lo que respecta a la inclusión del monto de las construcciones que incrementan el valor de los inmuebles y por lo tanto, de su base imponible, se determinó que en ocasiones no se registran en el módulo del sistema de facturación disponible para esa finalidad, las especificaciones correspondientes a cada una de las construcciones en los inmuebles. Además, ese módulo no contiene espacios para anotar el número y fecha de los permisos de construcción referentes a las obras registradas, lo que no permite identificar si con base en los permisos otorgados, el ayuntamiento modificó el valor imponible de las propiedades.

También, se observó que la Dirección Operativa y Obras de ese ayuntamiento, envía mediante una nota a la Unidad de Catastro los permisos de construcción otorgados, sin un detalle específico de tales permisos, información necesaria para cotejar los documentos que se remitieron y los que se recibieron.
2.1.5.
Inconsistencias en las bases de datos.
Los datos sobre los bienes inmuebles del cantón de Esparza, contenidos en el sistema de facturación municipal, contienen diversas inconsistencias. En el siguiente cuadro se muestra un detalle de algunas de esas debilidades en los datos de dicho sistema.
	Detalle de inconsistencias 

	Propietarios sin dirección
	2.946

	Propiedades sin folio real
	2.967

	Propiedades sin número de plano catastrado
	2.279

	Propiedades sin número de localización geográfica
	2.971

	Propiedades con áreas de cero metros.
	788

	Propiedades con áreas menores a 50 metros. 
	831

	Propiedades con valores entre ¢0,00 y ¢1.000,00
	2.894

	Terrenos con valores menores a ¢10.000,00
	3.583

	Fuente: Archivo Fincas. Base de Datos PRIMER AL 17/09/2007




Tales inconsistencias afectan la recaudación de los ingresos por concepto del impuesto en referencia, sobre todo si se considera la importante cantidad de fincas que muestran valor cero o valores menores a ¢1.000,00 o con áreas registradas con cero metros cuadrados. Además, la falta de registro de la dirección, folio real o número de plano catastrado de las propiedades, va en detrimento de la tramitación de los cobros y de los procesos de notificación a los propietarios.
2.2. ACERCA DEL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES LUCRATIVAS.
2.2.1.
Ejercicio de actividades lucrativas sin licencia.

En el Cantón de Esparza operan algunas empresas dedicadas a la construcción y urbanización y a la compra, venta y alquiler de bienes raíces, que no tienen la licencia municipal respectiva, omisión que constituye un incumplimiento del Código Municipal, el cual establece en su Artículo 79.- que “Para ejercer cualquier actividad lucrativa, los interesados deberán contar con la licencia municipal respectiva, la cual se obtendrá mediante el pago de un impuesto.”. 
Esta situación denota una débil gestión de parte de la administración municipal en materia de inspección y de vigilancia de la normativa que regula este tipo de actividades. Además, esta situación favorece la evasión del pago de impuestos municipales por parte de empresas que operan al margen de la ley, en perjuicio de la recaudación de mayores ingresos para el ayuntamiento y del desarrollo local.

2.2.2.
Inadecuado procedimiento para tasaciones de oficio.
La Ley No. 7562, que establece las tarifas de impuestos municipales para el cantón de Esparza, faculta al ayuntamiento para calificar de oficio el impuesto sobre patentes en casos particulares, como cuando no se presenta la respectiva declaración jurada; en recalificaciones a los montos declarados y en la tasación sobre negocios de reciente establecimiento.
El artículo 26 del Reglamento a dicha Ley, dispone que la administración municipal podrá aplicar la comparación con negocios similares para definir el monto del impuesto. Sin embargo, esa normativa no señala reglas específicas para estimar el monto de tributo con una base técnica. 
Tampoco la administración municipal ha dictado directrices ni procedimientos sobre la manera de fijar dicho impuesto en este tipo de casos, razón por la cual el funcionario encargado de la Unidad de Gestión Tributaria, determina el monto que se debe cobrar de acuerdo con su conocimiento y experiencia, sin respaldar  esa operación con los documentos e información acerca de los factores o variables que se consideraron.
2.2.3.
Carencia del permiso sanitario de funcionamiento del Ministerio de Salud.

La Unidad de Gestión Tributaria no exige, como condición para conservar vigente o para renovar la respectiva licencia municipal, a quienes realizan actividades lucrativas en el cantón de Esparza, mantener al día el permiso sanitario de funcionamiento otorgado por el Ministerio de Salud. 
Los artículos 4º, 9º y 10º del Reglamento a la Ley de Tarifas de Impuestos Municipales del cantón de Esparza, No. 7562, disponen que la licencia municipal está condicionada a los requisitos y plazos que establece el permiso otorgado por ese Ministerio y que a su vencimiento se debe renovar junto con la licencia, la que se cancelará automáticamente si el citado permiso fuera revocado. Debe interpretarse por analogía, que esa norma también se refiere al Certificado Veterinario de Operación, recientemente exigido por el Ministerio de Agricultura y Ganadería para ciertas actividades.

Además, la Municipalidad desconoce la cantidad de negocios que no disponen o tienen vencido el permiso o el certificado antes citados, según corresponda. En ese sentido, carecer de estos permisos es motivo suficiente para iniciar el debido proceso tendiente a gestionar  la suspensión de la licencia, ya que el Artículo 81 bis del Código Municipal, señala que “La licencia referida en el artículo 79 podrá suspenderse (...) por incumplimiento de los requisitos ordenados en las leyes para el desarrollo de la actividad.”, uno de los cuales es precisamente mantener actualizado el permiso sanitario de funcionamiento del Ministerio de Salud o el Certificado Veterinario de Operación del Ministerio de Agricultura y Ganadería.
2.2.4.
Registro improcedente de contribuyentes.

Diversas empresas que ejecutaban actividades portuarias o aduanales relacionadas con el Puerto de Caldera, se registraron desde el año 1995 como contribuyentes del impuesto municipal por el ejercicio de actividades lucrativas, sin que previamente el municipio les solicitara tramitar la licencia correspondiente y sin fundamento en un estudio, para determinar si cumplían con las condiciones necesarias para calificar como contribuyentes de dicho impuesto.

Posteriormente, la administración municipal consideró que muchas de esas empresas no estaban obligadas a contar con la patente municipal, en virtud de la magnitud y características de las actividades que realizaban. No obstante, a todas se les definió una tarifa y se les cobró dicho tributo durante muchos trimestres en forma ininterrumpida, algunos incluso hasta el año 2006. 
Aunque para la gran mayoría de esas cuentas se dejó de generar el cargo trimestral, en la base de datos esas cuentas improcedentes forman parte del pendiente de cobro, ya que a la fecha de este informe, la corporación municipal no ha realizado las gestiones necesarias para eliminar las que están incorrectamente incluidas. 
2.3. DEBILIDADES EN EL SISTEMA DE FACTURACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE CONSTRUCCIONES.
El sistema de facturación utilizado en la Municipalidad de Esparza, permite generar automáticamente los recibos por concepto del impuesto de construcciones, con base en la información de cada permiso que la Dirección Operativa y Obras inserta en el módulo denominado “Permisos de Construcción”; sin embargo, esa herramienta informática no se utiliza por desconocimiento del funcionario responsable de tramitar tales permisos. 
Según lo indicado, se desaprovecha el uso de esa herramienta para facilitar la gestión y fortalecer el control en la elaboración de los recibos y su registro en la base de datos del contribuyente. Por tal razón, los comprobantes de pago del impuesto en referencia se emiten mediante el subproceso denominado "Hacer Recibo Aislado" del módulo “Procesos”, procedimiento que resulta más laborioso.
Además, el informe que genera ese sistema sobre los permisos de construcción aprobados, no contiene información sobre el número, fecha y monto del recibo con el cual se pagó el impuesto sobre construcciones, ni el nombre del ingeniero responsable de la obra y el número del contrato de consultoría suscrito entre el contribuyente y ese profesional, que permita el control cruzado con el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos.
2.4. ACERCA DE LA GESTIÓN DE COBRO.
2.4.1.
Deficiencias en las tareas de inspección municipal.
La Municipalidad de Esparza cuenta con dos funcionarios en la unidad de Gestión Tributaria para realizar las labores de inspección municipal, pero no se dispone de manuales o instructivos que señalen las políticas y procedimientos necesarios para realizar de manera técnica, ordenada y eficiente las funciones de su competencia, que comprenda, entre otras actividades, la programación de rutas de inspección para cubrir periódica y sistemáticamente todo el Cantón, estableciendo roles de visita por zonas y rotación periódica de las rutas entre los inspectores, la generación de informes periódicos sobre los resultados de las inspecciones realizadas y la supervisión por parte de la jefatura responsable.

En materia de fiscalización de construcciones, se determinó que esos funcionarios no comprueban regularmente que las construcciones en proceso se ajusten a las especificaciones de los planos y al permiso otorgado. Esta revisión es indispensable para controlar variaciones significativas que podrían incrementar el costo originalmente estimado de la obra y en consecuencia, generar nuevas obligaciones para el propietario de la construcción, tales como el cumplimiento de otros requisitos o el ajuste en el monto del impuesto de construcción determinado originalmente.
2.4.2.
Inadecuados controles sobre las gestiones de cobro, arreglos de pago y cobros judiciales.
La Unidad de Gestión Tributaria instauró a partir del año 2007, registros para dar seguimiento y controlar los resultados de los trámites de cobro administrativo y de los arreglos de pago. Tales registros muestran los movimientos originados a partir de ese año, pero no contienen información sobre las gestiones que se realizaron en años anteriores.
Tampoco se mantienen controles efectivos para determinar el estado de las cuentas en proceso de cobro judicial, ya que un registro en el que se anotaban  las cuentas canceladas o sometidas a arreglos de pago, fue suspendido en diciembre de 2006. 

Además, el ayuntamiento carece de información precisa sobre las características de los arreglos de pago, ya que el documento mediante el cual se formalizan, no incluye datos sobre las cuentas a las que corresponde dicho arreglo, el monto del principal de cada cuenta, el período que abarca y si el importe total incluye multas e intereses. Tampoco se señala información sobre el pago de intereses de mora en caso de retrasos en el pago de las cuotas.

Los aspectos señalados no permiten al municipio contar con información veraz y oportuna sobre las cuentas en arreglo de pago o cobro judicial, ni ejercer un control efectivo de esas actividades. Además, en el sistema de facturación no se controlan esas cuentas por separado de la cuenta convencional del contribuyente, aunado a que el sistema no brinda la información pertinente sobre las características de tales cuentas y muestra en estado moroso diversas cuentas que ya fueron pagadas por los contribuyentes.

2.4.3.
Debilidades en la gestión de cobro a contribuyentes morosos.
En la Unidad de Gestión Tributaria se realizan esfuerzos para que los contribuyentes morosos paguen las sumas adeudadas, pero sus limitaciones en la disponibilidad de recursos humanos han provocado que sea relativamente escaso el volumen de cobros administrativos que se tramitan. Por lo citado, a diversos contribuyentes que adeudan sumas importantes, no se les ha instado al pago de sus cuentas y a otros, que no atendieron los requerimientos o que suscribieron arreglos de pago, que luego desatendieron, tampoco se les sometió a los trámites necesarios para el cobro judicial sus cuentas.

Al respecto, durante el período comprendido entre enero y agosto del 2007, se tramitó el cobro administrativo mediante notificación a 557 contribuyentes que adeudaban en conjunto ¢ 48,2 millones, de los cuales se recuperó la suma de ¢21,7 millones (45%), pagados por 328 contribuyentes. Además, 48 deudores se acogieron a un arreglo de pago y en 11 casos se tramitó el cobro judicial. Sin embargo, a los restantes 170 contribuyentes morosos que no atendieron el requerimiento de pago, así como a varios contribuyentes que suscribieron un arreglo de pago e incumplieron los compromisos pactados, no se les realizaron nuevas gestiones de cobro. 
Respecto de los trámites de cobro judicial, se determinó que en el período que va de octubre de 2005 a abril de 2006, se remitieron a los abogados externos más de 200 casos de cuentas en mora, muchas de las cuales luego fueron pagadas por los deudores o se acogieron a un arreglo de pago. Sin embargo, no se tiene información acerca de las gestiones que realizaron los abogados externos con una importante cantidad de casos que no atendieron su deuda, por lo que se desconoce si se realizó la acción judicial respectiva y el estado en que se encuentran esos procesos.  

Finalmente, cabe mencionar que desde abril de 2006, no se han formalizado nuevas diligencias de cobro judicial, a pesar que en junio de 2007 la Unidad de Gestión Tributaria preparó 11 expedientes y los remitió al Alcalde Municipal para su trámite, los cuales al 30 de setiembre de 2007 no se habían remitido a los abogados externos.
2.5. OTRAS DEBILIDADES DETERMINADAS SOBRE LA GESTIÓN TRIBUTARIA.

2.5.1.
Carencia de manuales de procedimientos.
Las unidades administrativas de Catastro, Ingeniería y Gestión Tributaria, no disponen de manuales o instructivos que definan los procedimientos para la ejecución de las principales tareas que realizan, así como las actividades de control necesarias y los niveles de responsabilidad de los distintos funcionarios que desarrollan las operaciones relacionadas con bienes inmuebles, permisos de construcción, patentes municipales, cobro de tributos e inspecciones.

Al respecto, se observó que la Unidad de Gestión Tributaria no dispone de instructivos oficiales en los cuales se establezcan las políticas y procedimientos para la ejecución de las operaciones relacionadas con el otorgamiento de licencias por la realización de las actividades lucrativas, que incluya, entre otros asuntos, normas sobre los requisitos necesarios según el tipo de actividad, definición del impuesto según las modalidades establecidas (tasación de oficio o con base en la declaración) y los procedimientos de control.

Adicionalmente, se determinó la ausencia de procedimientos escritos para el trámite de los permisos de construcciones, que incluya normas sobre los requisitos según el tipo de obra a realizar; el trámite para la revisión de requisitos, aprobación y registro de los permisos otorgados y para la emisión de comprobantes y cobro del impuesto; así como, procedimientos relacionados con los trámites en caso de infracciones y tramitación de denuncias ante incumplimientos de los contribuyentes.
También se carece de manuales o instructivos que puntualicen las tareas específicas que deben desarrollar los inspectores, así como los procedimientos para la programación de rutas de inspección, los roles de visita por zonas y la rotación periódica de las rutas entre los inspectores; los procedimientos para elaborar y tramitar las notificaciones y clausuras, para preparar los expedientes de las denuncias ante los tribunales y para elaborar los informes sobre los resultados de estas tareas.

Es relevante destacar que los instructivos o manuales con los procedimientos para llevar a cabo las tareas en una organización, permiten estandarizar y normar las principales actividades, operaciones y trámites internos y constituyen un elemento importante para la definición de responsabilidades  y para la inducción y guía de quienes desempeñan esas labores. Toda esa metodología debe ser divulgada por medios idóneos, para que los funcionarios involucrados en cada proceso conozcan con claridad sus funciones y responsabilidades y evitar interpretaciones erróneas, aspectos importantes para una gestión uniforme, eficiente y de mayor control en procura de la satisfacción de los objetivos institucionales y de una apropiada tutela de los fondos públicos.

2.5.2.
Deficiencias en el respaldo de operaciones y en el archivo documental.
Diversas operaciones, transacciones o trámites que se realizan en esa Municipalidad, no se respaldan suficientemente con la información y documentación necesarias para justificarlos y en otras oportunidades, no se custodian y archivan adecuadamente los documentos fuente y los comprobantes de esas transacciones. 

En el expediente (denominado archivo GIS) de varios inmuebles no se archivaron los documentos que respaldan los cálculos que sirvieron de base para aprobar los valores declarados por los contribuyentes, ni aquellos que sustentaron las actualizaciones producto de avalúos realizados de oficio por el propio municipio. Además, en algunos casos, no se localizaron en los expedientes los documentos referentes a la solicitud de regulación y la resolución administrativa pertinentes, lo cual no permitió verificar si se cumplió con el procedimiento de notificación que establece el artículo 32 del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de esa Ley, la Municipalidad de Esparza realiza estudios registrales con el fin de obtener en el Registro Público de la Propiedad, información sobre gravámenes hipotecarios, traspasos, rectificaciones, reuniones o fraccionamientos de fincas, con el propósito de actualizar el valor imponible de las propiedades sujetas a ese tributo. Sin embargo, en muchas ocasiones los cambios se registran directamente en la base de datos, sin incorporar en el expediente del inmueble los documentos que respaldan los movimientos realizados, junto con las justificaciones y aprobaciones respectivas.

Igualmente, en los expedientes de bienes inmuebles, de diversos propietarios que se acogieron a la exoneración autorizada en el artículo 4, inciso e) de la Ley de Bienes Inmuebles de repetida cita, relativa a bien único, no se localizó el documento con el que el interesado expresamente solicitó este beneficio, las certificaciones del Registro Público de la Propiedad  para demostrar que no cuenta con otras propiedades o derechos a nivel nacional, ni la declaración de no ser poseedor de ningún inmueble sin inscribir, según lo dispuesto en el artículo 5, inciso f) del Reglamento a la citada Ley, lo que no permitió comprobar si el interesado cumplió con los requisitos para ser acreedor a ese beneficio.
También se determinó que no es práctica confeccionar una resolución debidamente firmada por el responsable de esta actividad, para comunicar a los interesados cuando su solicitud de exoneración es denegada. Además, en el documento de solicitud no queda evidencia del funcionario que realizó el trámite respectivo y aprobó la exoneración.
Asimismo, se comprobó que muchas notificaciones a los contribuyentes; solicitudes de diversa índole; documentos de compromiso por arreglos de pago y otros documentos que se originan del trámite de cobro administrativo y judicial, no se archivan en el respectivo expediente del inmueble, al que en muchos casos tampoco se agregan todos los avisos, notificaciones, actas de clausura y similares originadas de las construcciones que se realizaron en estos inmuebles.
Es importante indicar que las normas generales de control interno establecen que los controles vigentes para los diferentes procesos y actividades de la institución, así como todas las transacciones y hechos significativos que se produzcan, deben documentarse como mínimo en cuanto a la descripción de los hechos sucedidos, el efecto o impacto recibido sobre el control interno y los objetivos institucionales, las medidas tomadas para su corrección y los responsables en cada caso; asimismo, la documentación correspondiente debe estar disponible para su verificación. 
En otras palabras, los objetivos institucionales, los controles y los aspectos pertinentes sobre transacciones y hechos significativos que se produzcan como resultado de la gestión, deben respaldarse adecuadamente con la documentación de sustento pertinente, la cual debe estar disponible para su verificación, por lo que la administración debe disponer y aplicar políticas y procedimientos de archivo apropiados, para la preservación de los documentos y de la información que deba conservar en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico.
2.5.3.
Inadecuado procedimiento para presentar denuncias sobre incumplimientos de los contribuyentes.

La Asesoría Legal del ayuntamiento resolvió delegar en los Directores y en los Encargados de algunas unidades administrativas, la presentación de las respectivas denuncias ante el Ministerio Público, cuando en su gestión comprueben actuaciones de los administrados al margen de la normativa legal vigente. 

En atención a dicha delegación, algunos funcionarios de ese municipio han presentado denuncias ante los tribunales competentes, por hechos ilícitos contrarios a las leyes y reglamentos municipales determinados en el ejercicio de sus funciones. 
No obstante, esos funcionarios carecen de facultades legales para representar los intereses del municipio. El artículo 17, inciso n) del Código Municipal establece que la representación legal de la municipalidad la ostenta el Alcalde, razón por la cual es necesario que esas gestiones las realice ese funcionario, con el apoyo de la asesoría legal que se requiera, de acuerdo con las circunstancias.
3.
CONCLUSIONES.
Los resultados del presente estudio sobre la gestión tributaria en la Municipalidad de Esparza, evidencian la necesidad de fortalecer los procesos y las unidades responsables de la determinación, recaudación, supervisión, control y cobro de los impuestos sobre bienes inmuebles, construcciones y patentes municipales, así como de la unidad responsable de las tareas de inspección y de gestionar los cobros. Todo con el propósito de que el municipio mejore la recaudación, se disminuya el pendiente de cobro y por ende, se disponga de mayores recursos para atender las necesidades del cantón de Esparza, máxime si se consideran las exigencias cada vez mayores propias del crecimiento y desarrollo del sector municipal en los últimos años y por la necesidad de disponer de más recursos económicos que repercutan en una mejor prestación de servicios y en la efectiva atención de las necesidades de la comunidad, que a su vez propicien el desarrollo local.
En este sentido, destaca la importancia de que la Municipalidad de Esparza, realice esfuerzos integrados con la participación activa de sus funcionarios clave, debidamente coordinados por los jerarcas y con participación de otras entidades del sector municipal cuando así corresponda, para solventar, de manera integral y sistemática, las debilidades que inciden negativamente en el desarrollo eficiente de las actividades relacionadas con la gestión tributaria institucional.
4.
DISPOSICIONES.
De acuerdo con los artículos 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, No. 7428, y 12 de la Ley General de Control Interno, No. 8292, que señalan que son vinculantes, de acatamiento obligatorio y de inmediata implementación las disposiciones que emita esta Contraloría a los sujetos pasivos de su fiscalización, se emiten las siguientes disposiciones, las cuales deberán estar debidamente cumplidas en los plazos conferidos para tales efectos y que cuentan a partir de la fecha de recibo de este informe.

Para el cumplimiento de las disposiciones, deberán dictarse lineamientos claros y específicos y designar puntualmente los responsables de ponerlos en práctica, por lo que esas instrucciones deberán emitirse por escrito y comunicarse formalmente, así como definir plazos razonables para su realización, de manera que la administración activa pueda establecer las responsabilidades respectivas en caso del no cumplimiento de éstas.

Además, el órgano o funcionario a quien se gira la disposición es el responsable de su cumplimiento, por lo cual deberá realizar las acciones pertinentes para verificar que los funcionarios subordinados a quienes se designe su instauración, cumplan con lo ordenado dentro del plazo que se les otorgó.

Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, por los medios que considere pertinentes, la ejecución de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de éstas.

La información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las disposiciones, deberá remitirse, en los plazos fijados, a la Gerencia del Área de Seguimiento de Disposiciones de esta Contraloría General de la Republica.

AL ALCALDE MUNICIPAL.

a) Desarrollar un sistema de información para el registro y control de las declaraciones y valores propuestos por los contribuyentes del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, de tal forma que se disponga de procedimientos para identificar, con exactitud y precisión, todas aquellas personas físicas y jurídicas que no han presentado la declaración de bienes inmuebles (omisos) o que tienen la declaración vencida, y dar seguimiento a los contribuyentes para tomar las medidas que en derecho procedan. Para el cumplimiento de esta disposición se otorga un plazo de seis meses. Ver punto 2.1.1 de este informe.
b) Consignar, de inmediato, en las fórmulas de declaración del Impuesto sobre Bienes Inmuebles recibidas, el nombre, firma y cargo de los funcionarios responsables de su revisión y aprobación. Ver punto 2.1.1 de este informe. 
c) Actualizar las tablas o matrices de valores que se utilizan en la Municipalidad de Esparza para estimar y fijar los valores de las propiedades, con el fin de renovar la base imponible de los inmuebles de ese cantón a partir de ese instrumento. Para el cumplimiento de esta disposición se concede un plazo de 12 meses. Ver punto 2.1.2 de este documento.

d) Realizar gestiones ante los funcionarios de la Unidad Ejecutora del “Programa de Regularización del Catastro y Registro”, para que dentro del plazo de un mes se defina la fecha a partir de la cual estará disponible la tabla de valores debidamente actualizada. Asimismo, dictar las medidas necesarias para que, con base en tal instrumento, se incremente en cantidad y calidad las valoraciones de las propiedades afectas a este proceso. Ver punto 2.1.2 de este documento.

e) Exigir, de inmediato, conforme lo ordena el artículo 33 del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que los contribuyentes informen sobre los factores de ajuste aplicados a las características físicas del terreno o la construcción, con los cuales no están conforme y que aporten las pruebas que fundamentan su reclamo, en aquellos casos en los cuales la municipalidad, haciendo uso de sus facultades legales y reglamentarias, tramite valoraciones individuales a propiedades que no han sido declaradas o cuyas declaraciones están vencidas. Ver punto 2.1.3 de este informe.

f) Definir e implantar, en un plazo de tres meses, las políticas y procedimientos para el traslado de los documentos sobre permisos de construcción de la Dirección Operativa y Obras a la Unidad de Catastro de ese municipio. Ver punto 2.1.4 de este informe.
g) Registrar, de inmediato, en el módulo del sistema de facturación, las especificaciones correspondientes a cada una de las construcciones en los inmuebles y anotar en ese módulo, el número y fecha de los permisos de construcción de las obras registradas, a efectos de identificar si con base en los permisos otorgados, el ayuntamiento modificó el valor imponible de las propiedades. Ver punto 2.1.4 de este informe.

h) Depurar, en el plazo de 12 meses, con fundamento en un plan debidamente calendarizado, las bases de datos relacionadas con las cuentas de los contribuyentes por servicios e impuestos de bienes inmuebles y por el ejercicio de actividades lucrativas. Ver puntos 2.1.5 y 2.2.4 de este documento.

i) Efectuar, en el término de nueve meses, un estudio pormenorizado para identificar las empresas del cantón de Esparza que realizan actividades lucrativas sin contar con licencia municipal, y con base en los resultados, realizar las gestiones necesarias para que los infractores normalicen su situación conforme con lo dispuesto en la normativa legal que regula esa materia. Ver punto 2.2.1 de este documento.

j) Incorporar, en el término de nueve meses, en el reglamento a la ley de patentes, los factores a considerar para que las tasaciones de oficio del impuesto por la realización de actividades lucrativas que realice ese municipio, se efectúen de manera objetiva y uniforme y se deje en el expediente evidencia documental suficiente de ese trámite. Ver punto 2.2.2 de este informe.

k) Realizar, en un plazo de seis meses, un estudio general de los sujetos que ejecutan actividades lucrativas en el cantón, para determinar cuales no tienen en regla  los requisitos exigidos por otras entidades y proceder de acuerdo con lo dispuesto sobre el particular la legislación vigente. Ver punto 2.2.3 de este informe.

l) Dictar, en un plazo de dos meses, las medidas necesarias para que se inicie la utilización del módulo del sistema de facturación para la emisión automática de los recibos por concepto del pago del impuesto sobre construcciones y para que el informe referente a los permisos de construcción aprobados, contenga información sobre el número, fecha y monto del recibo con el cual se pagó dicho tributo, así como, el nombre del ingeniero responsable de la obra y el número del contrato de consultoría suscrito entre el contribuyente y ese profesional, que permita el control cruzado con el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos. Ver punto 2.3 de este informe. 
m) Establecer, en un plazo de cuatro meses, las políticas y procedimientos necesarios para realizar de manera técnica, ordenada y eficiente las funciones relativas a la inspección municipal, que comprenda, entre otras actividades, la programación de rutas de inspección para cubrir periódica y sistemáticamente todo el Cantón, estableciendo roles de visita por zonas y rotación periódica de las rutas entre los inspectores, la generación de informes periódicos sobre los resultados de las inspecciones realizadas y de la supervisión por parte de la jefatura responsable. Ver punto 2.4.1 de este informe.
n) Establecer, por escrito, las políticas, procedimientos y registros sobre los trámites que lleva a cabo esa municipalidad, respecto de las operaciones de cobro administrativo, cobro judicial y arreglos de pago. Para el cumplimiento de esta disposición se otorga un plazo de seis meses. Ver punto 2.4.2 de este informe.

o) Realizar las acciones pertinentes para agilizar la gestión de cobro de los adeudos por concepto de impuestos municipales, incluyendo aquellos en proceso de cobro judicial, con el fin de disminuir el pendiente de cobro e incrementar los ingresos respectivos. Para el cumplimiento de esta disposición se concede un término de seis meses. Ver punto 2.4.3 de este informe.

p) Elaborar, en un plazo de nueve meses, los manuales o instructivos necesarios para estandarizar y normar las principales actividades, operaciones y trámites, relacionados con la gestión tributaria de ese municipio. Estos documentos deben comunicarse formalmente a todo su personal mediante los medios idóneos, de tal forma que sirvan de marco referencia y criterio al realizar las actividades y operaciones específicas y deben mantenerse actualizados. Ver punto 2.5.1 de este documento.

q) Establecer, en un plazo de seis meses, un sistema de archivo institucional para toda la documentación relevante que se produce como parte de la gestión tributaria, de tal manera que se disponga de información ágil y oportuna y se faciliten los procesos de revisión y fiscalización de esa actividad. Además, elaborar resoluciones para comunicar al interesado cuando se rechaza el otorgamiento de las exoneraciones del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, para lo cual se concede un plazo de tres meses. Ver punto 2.5.2 de este documento.

r) Establecer, en un plazo de tres meses, las políticas y los procedimientos necesarios para que esa Alcaldía, como representante legal de la municipalidad, tramite las denuncias ante los Tribunales de Justicia sobre los casos en que se hayan cometido irregularidades por inobservancia a las leyes y reglamentos municipales vigentes en materia tributaria. Ver punto 2.5.3 de este informe.
� Ley No. 7794 del 30 de abril de 1998.


� Ley No. 4755 del 3 de mayo de 1961.


� Ley No. 7509 del 9 de mayo de 1995.


� Ley No. 7729 del 15 de diciembre de 1997.


� Decreto Ejecutivo No. 27601-H del 12 de enero de 1999.


� Ley No. 833 del 2 de noviembre de 1949.


� Ley No. 4240 del 15 noviembre de 1968.


� Ley No. 7562 del 28 de noviembre de 1995.


� Publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 236 del 8 de diciembre de 1997.


�   En La Gaceta No. 59 del 25/3/2003, se publicó el Manual de Valores Base Unitarios, el cual actualizó los valores que estaban establecidos a noviembre de 2001, que a su vez sustituían los valores vigentes a octubre de 1999. 


�    Base legal según Ley 8154 publicada en el Diario Oficial La Gaceta, el 10 de diciembre del 2001. Aprobó el Convenio de Préstamo  1284/OC-CR, entre la República de Costa Rica y el Banco Interamericano de Desarrollo.


�   Artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre Bienes Inmuebles No. 7509 y sus reformas, y artículos 13, 24 y 31 de su Reglamento.


� Ley General del Servicio Nacional de Salud Animal,  Nº 8495 del 6 de abril de 2006.
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